
 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN-CAGUAS 
PANEL II 

 
 
EL PUEBLO DE PUERTO 
RICO 
 

Recurrido 
 
 

v. 
 
JERICÓ MARTÍ VÁZQUEZ 
 

Peticionario 
 

 
 
 
 
 

KLCE201601442 
 
  

Certiorari procedente 
del Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de Bayamón  
 
Caso Núm.:  
 
 D IS2011G0032 
 
 
 
Sobre:  
 
REBAJA DE 
SENTENCIA 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 
 

 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

El señor Jericó Martí Vázquez, quien se encuentra extinguiendo 

pena de reclusión bajo la custodia del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, nos solicita que revisemos y revoquemos la resolución 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Humacao, el 6 de 

julio de 2016, por conducto de la cual ese foro denegó su solicitud de 

rebaja de sentencia. El peticionario solicitó tal remedio bajo el 

entendimiento de que podía resultar beneficiado con las enmiendas de la 

Ley 246-2014, según lo resuelto en Pueblo v. Torres Cruz, 2015 TSPR 

147, res. 4 de noviembre de 2015.  

Luego de revisar los méritos del recurso presentado, resolvemos 

denegar la expedición del auto de certiorari, pues no se dan los criterios 

establecidos para activar nuestra jurisdicción discrecional. Veamos por 

qué. 
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I. 

De entrada, destacamos que el peticionario no acompañó copia de 

ningún documento que acredite nuestra jurisdicción, por lo que el mismo 

denota un craso incumplimiento de la Regla 34 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 34. De todos modos, 

hemos revisado en detalle los planteamientos esbozados en el cuerpo del 

recurso y de los mismos se desprende que el peticionario fue convicto 

bajo el Código Penal de 2004, mediante sentencia emitida en el caso 

DIS2011G0032.  

En lo atinente al caso de autos, en Pueblo v. Torres Cruz, 2015 

TSPR 147, res. 4 de noviembre de 2015, por voz del Juez Asociado 

Rivera García, el Tribunal Supremo se expresó sobre la aplicación del 

principio de favorabilidad establecido en el Artículo 4 del Código Penal de 

2012 y las enmiendas introducidas por la Ley Núm. 246-2014 a ese 

código. El Tribunal Supremo concluyó, entre otras cosas, que surgía del 

historial legislativo, que la intención de la Asamblea Legislativa al aprobar 

la Ley Núm. 246-2014 fue reducir las penas de varios delitos regulados 

por el Código Penal de 2012. De esa manera, quedó resuelto que la Ley 

Núm. 246-2014 no contiene una cláusula de reserva que prohíba su 

aplicación retroactiva. Id., pág. 9. Tras analizar su lenguaje, el Tribunal 

Supremo resolvió que “el principio de favorabilidad opera de pleno 

derecho. Esa es la interpretación más razonable si se tiene en cuenta el 

tracto y la intención de la pieza legislativa”. Id., pág. 10. De particular 

pertinencia resulta lo expresado por el Tribunal Supremo en la nota al 

calce número 3, que lee como sigue:  

Precisa aclarar que la cláusula de reserva que 
contiene el Art. 303 del Código Penal de 2012, 33 L.P.R.A. 
sec. 5412, no tiene el alcance de impedir en este caso que 
aplique el principio de favorabilidad. Dicha cláusula de 
reserva lo que prohíbe es que se utilicen las 
disposiciones del Código Penal de 2012 para juzgar la 
conducta cometida mientras estuvo vigente el Código 
Penal de 2004. Véase, en general, Pueblo v. Negrón 
Rivera, 183 D.P.R. 271 (2011), Voto de Conformidad emitido 
por el Juez Asociado señor Martínez Torres y Voto 
Particular de Conformidad emitido por el Juez Asociado 
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señor Rivera García al que se unió la Jueza Asociada 
señora Pabón Charneco.  

Id. pág. 13. (Énfasis suplido).  

En la jurisprudencia invocada por el peticionario se establece que 

la Ley Núm. 246-2014, por no contener una cláusula de reserva, le aplica 

a los delitos juzgados bajo el Código Penal de 2012. Ahora bien, no 

hallamos base legal alguna para conceder la petición del señor Martí para 

que se le apliquen las nuevas penas introducidas por la Ley Núm. 246-

2014 a la conducta juzgada bajo el Código Penal de 2004. Conceder tal 

remedio sería contrario a lo establecido en la cláusula de reserva del Art. 

303 del Código Penal de 2012, 33 L.P.R.A. sec. 5412.   

Por tal razón, aún si tomamos como ciertos los hechos alegados 

por el peticionario en su recurso, la determinación del Tribunal de Primera 

Instancia al denegar la moción del rebaja de sentencia del peticionario es 

correcta en derecho. Consecuentemente, concluimos que no se justifica 

nuestra intervención con ese juicio, a tenor de los criterios establecidos en 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. 

XXII-B, R. 40.  

II. 

Por los fundamentos expresados, se deniega la expedición del auto 

discrecional. 

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

   Dimarie Alicea Lozada 
       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


